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RESUMEN 

El presente trabajo tiene por objetivo determinar las garantías básicas y derechos fundamentales de las personas jurídicas 
dentro del proceso penal ecuatoriano. La importancia del tema, radica en la necesidad de contribuir desde la Academia al 
debate hasta ahora no advertido en el país, de la constitucionalidad del sistema de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, sobre todo en materia de su procesamiento penal. Pues, si desde 2014 en Ecuador la persona jurídica es sujeto 
activo de delitos y por ende, sujeto pasivo del proceso penal, cabe reflexionar si respecto de esta clase de entidades se 
observan o no, todos o algunos de los derechos fundamentales que le asisten a la persona natural procesada penalmen-
te esto por cuanto, reitero, nada ha dicho con profundidad ni la escaza doctrina, ni la jurisprudencia local. Los métodos 
empleados en la investigación fueron el analítico, bibliográfico, cualitativo, hermenéutico y exegético. Además, de las téc-
nicas de análisis de documentos y análisis de contenido, con el fin de consolidar un estudio integral. Llegando a concluir 
que la persona jurídica al ser titular de derechos la habilita y legitima para exigir se garanticen los mismos, pues tanto 
derechos y como obligaciones atribuidas a las personas jurídicas se resuelven a la postre en derechos y obligaciones de 
personas naturales que las constituyen o que actúan en su nombre y representación, puesto que, al estar reconocido el 
derecho de los seres humanos de constituir asociaciones o sociedades para la consecución de un fin determinado, son 
objeto de protección.

Palabras clave: Persona jurídica, derechos fundamentales, Constitución, debido proceso, responsabilidad penal.

ABSTRACT

The objective of this work is to determine the basic guarantees and fundamental rights of legal persons within the Ecuador-
ian criminal process. The importance of the issue lies in the need to contribute from the Academy to the debate so far not 
noticed in the country, of the constitutionality of the system of criminal responsibility of legal persons, especially in terms of 
criminal prosecution. Well, if since 2014 in Ecuador the legal person is an active subject of crimes and therefore, a passive 
subject of the criminal process, it is worth considering whether or not with respect to this class of entities, all or some of the 
fundamental rights that assist them are observed or not. the natural person criminally prosecuted this because, I reiterate, 
nothing has been said in depth, neither the scarce doctrine, nor the local jurisprudence. The methods used in the research 
were analytical, bibliographic, qualitative, hermeneutical and exegetical. In addition, the techniques of document analysis 
and content analysis, in order to consolidate a comprehensive study. Coming to the conclusion that the legal person, by 
being the holder of rights, enables and legitimizes it to demand that they be guaranteed, since both rights and obligations 
attributed to legal persons are ultimately resolved in rights and obligations of natural persons who constitute them or who 
act on their behalf and on their behalf, since, since the right of human beings to form associations or companies to achieve 
a specific purpose is recognized, they are subject to protection.

Keywords: Legal person, fundamental rights, Constitution, due process, criminal responsibility.

RESUMO

O objetivo deste trabalho é determinar as garantias básicas e os direitos fundamentais das pessoas jurídicas dentro do 
processo penal equatoriano. A importância da questão reside na necessidade de contribuir da Academia para o debate 
até agora não percebido no país, da constitucionalidade do sistema de responsabilidade criminal das pessoas jurídicas, 
especialmente em termos de processo penal. Bem, se desde 2014 no Equador a pessoa jurídica é um sujeito ativo de 
crimes e, portanto, um sujeito passivo do processo penal, vale a pena considerar se com respeito a esta classe de enti-
dades, todos ou alguns dos direitos fundamentais que as assistem são observados ou não. a pessoa física criminalmente 
processou isto porque, reitero, nada foi dito em profundidade, nem a escassa doutrina, nem a jurisprudência local. Os 
métodos utilizados na pesquisa foram analíticos, bibliográficos, qualitativos, hermenêuticos e exegéticos. Além disso, as 
técnicas de análise de documentos e análise de conteúdo, a fim de consolidar um estudo abrangente. Chegando à con-
clusão de que a pessoa jurídica, por ser titular de direitos, a habilita e legitima a exigir que eles sejam garantidos, uma vez 
que tanto os direitos quanto as obrigações atribuídas às pessoas jurídicas são, em última instância, resolvidos nos direitos 
e obrigações das pessoas físicas que as constituem ou que agem em seu nome e por sua conta, uma vez que, uma vez 
que é reconhecido o direito dos seres humanos de formar associações ou empresas para atingir um propósito específico, 
eles estão sujeitos à proteção.

Palavras-chave: Pessoa jurídica, direitos fundamentais, Constituição, devido processo, responsabilidade criminal.
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DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA JURÍDICA EN EL PROCESO PENAL ECUATORIANO

Introducción

La Constitución de la República del Ecua-
dor del 2008 incorporó cambios significati-
vos en nuestro sistema jurídico, pues con el 
reconocimiento de las personas, comunida-
des, pueblos, nacionalidades y la naturale-
za como titulares de derechos, trajo consigo 
la necesidad de garantizar el pleno ejerci-
cio de los derechos en todo ámbito, y ante 
el incremento del índice de criminalidad a 
través de la utilización de personas jurídi-
cas se generó un riesgo para el desarrollo 
holístico de los demás sujetos de derecho. 
Por ello, el legislador, ante los hechos sus-
citados extendió el campo de acción de la 
justicia y procedió a integrar la responsabi-
lidad penal de las personas jurídicas, cuyo 
marco normativo sustantivo se encuentra 
establecido en los artículos 49 y 50 del Có-
digo Orgánico Integral Penal, por lo que, la 
empresa privada está obligada a proceder 
con estricto apego al Derecho, so pena de 
su potencial enjuiciamiento criminal. 

La responsabilidad penal de las personas 
jurídicas desde la perspectiva político-cri-
minal determina que la prevención del de-
lito se alcanza si la acción penal se puede 
dirigir tanto contra la persona física como 
contra la persona jurídica, evadiendo el in-
conveniente de fijar la imposición de la san-
ción a la persona jurídica a la previa ave-
riguación y efectiva sanción de la persona 
natural a la que se pudiera suponer autora 
del delito. Mientras que desde el punto de 
vista constitucional cabe considerar que si 
los principios de legalidad y culpabilidad 
constituyen garantías constitucionales del 
derecho sancionador para las personas na-
turales y jurídicas, la sanción a una perso-
na jurídica debe estar basada tanto en su 
propia acción como en su propia culpabili-
dad, mas no en una acción o culpabilidad 
tomada prestada de las personas naturales. 
Por lo tanto, es preciso establecer cómo la 
Constitución de la República del Ecuador 
aborda el procesamiento de la responsabi-
lidad penal de la persona jurídica de dere-
cho privada desde la óptica garantista del 

respeto de los derechos fundamentales y 
las garantías básicas del debido proceso.

En la investigación se abordan contenidos 
como los derechos fundamentales y su ca-
rácter constitucional, la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas en Ecuador 
y finalmente los derechos y garantías pro-
cesales de las personas jurídicas en el sis-
tema jurídico ecuatoriano que ameritan ser 
confrontados desde múltiples puntos de vis-
ta, tomando en consideración el escenario 
actual. Al final del día, el no reconocimiento 
expreso de derechos fundamentales sobre 
las personas jurídicas no significa que se 
está negando dicha posibilidad, pues, la 
sola existencia de un Estado constitucional 
de derechos y justicia, social, democrático 
supone dotar de garantías a las institucio-
nes por él reconocidas. En conclusión, las 
personas naturales que conforman a las 
personas jurídicas poseen para sí un amplio 
catálogo de derechos fundamentales origi-
nados de su propia condición de seres dig-
nos, no siendo posible que dicho estatus, 
sea minimizado o, peor aún, desconocido, 
cuando las personas naturales integran a 
una persona jurídica.

Desarrollo

Entre los desafíos a los que se enfrenta el 
Derecho se destaca el contar con otra cla-
se de sujetos de derecho que los seres 
humanos, lo que acarrea la necesidad de 
analizar y revaluar el papel de éstos y su re-
lación con otros sujetos de derecho (Ceba-
llos, 2019, pág. 343). Las transformaciones 
sociales, han dado como resultado nuevas 
generaciones de derechos fundamentales 
que paulatinamente se han venido recono-
ciendo en los cuerpos normativos y textos 
constitucionales y que han generado la ne-
cesidad de brindar mayores protecciones y 
garantías (Neira, 2019, pág. 198). Por ello, 
aunque el legislador está facultado para de-
cidir lo que se sanciona y en qué medida, 
debido a que goza de la legitimidad demo-
crática para adoptar las decisiones políti-
co-criminales de una sociedad, esto no sig-
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nifica que puede trasgredir lo contemplado 
en la Constitución (Ossandón, 2018, pág. 
995). 

I) Derechos Fundamentales y su carácter 
constitucional 

El estudio de los derechos fundamentales 
requiere un plan abierto para lograr su con-
textualización junto con las exigencias de 
la sociedad. Por tal motivo, “(…) confrontar 
derechos fundamentales de personas natu-
rales y jurídicas, pretendiendo activar una 
verdadera pedagogía sobre el tema que se 
interrogue y que cuestione a otros, para que 
los derechos no sigan siendo meras expec-
tativas, apostándole a su materialización 
(...)” (Ardila et al., 2019, pág. 117).

Los derechos fundamentales son conside-
rados como un elemento guía al momento 
de delimitar políticas públicas constituye la 
vía interpretativa, el contenido y el alcan-
ce de las normas constitucionales. Al estar 
asegurados por el orden constitucional, son 
exigibles ante todas las autoridades y órga-
nos estatales, ante los particulares. 

Los derechos fundamentales están conteni-
dos en la Constitución, texto que se carac-
teriza por delimitar facultades, elementos 
subjetivos y objetivos, así como especificar 
los términos tanto ordinarios como extraor-
dinarios o autorizar al legislador para esta-
blecer limitaciones. “La práctica constitucio-
nal contemporánea favorece al cambio del 
contenido regulativo de la constitución (re-
lativa a derechos y libertades) a través de la 
interpretación judicial” (Melero de la Torre, 
2019, pág. 68).  Por ello, el contenido regu-
lativo de la Constitución puede evolucionar 
y adaptarse a las nuevas circunstancias y 
necesidades por medio de la interpretación, 
pues, en las prácticas constitucionales es-
tables los derechos fundamentales han sido 
aplicados en un sinnúmero de casos. Por 
último es conveniente acotar que los facto-
res que impactan en la estabilidad jurídica 
y de manera específica en el derecho cons-
titucional constituyen el caos en el sistema 
de fuentes, la incertidumbre normativa de 

las disposiciones constitucionales, la tec-
nicidad legal, la imprevisibilidad jurídica, la 
jurisprudencia respecto a cada asunto en 
concreto, y la mutabilidad de las decisiones 
por parte de los jueces constitucionales o 
supranacionales. (Suárez et al., 2019, pág. 
12)

La expresión “orden público” no debe ob-
servarse desde una perspectiva alejada del 
reconocimiento de los derechos fundamen-
tales contemplados en la Norma Suprema, 
puesto que, el respeto de estos derechos 
constituye el núcleo esencial de esta no-
ción (De la Rosa et al., 2017, pág. 76). Para 
que los derechos fundamentales alcancen 
su efectiva realización dentro del sistema 
de enjuiciamiento criminal, deben guardar 
armonía con las exigencias de justicia y el 
efectivo ejercicio de las garantías básicas 
del debido proceso. El calificar los dere-
chos como fundamentales conlleva una 
especial protección y el establecimiento de 
garantías jurídicas y materiales que involu-
cren a los poderes del Estado de ahí que, 
dichas garantías se inmiscuyen en su diná-
mica, en su eventual vulneración, en el sis-
tema de responsabilidad, en consecuencia, 
en su tutela, al Estado (Galiano-Maritan, & 
Tamayo Santana, 2018, pág. 137).

Según Robert Alexy las disposiciones que 
contemplan derechos fundamentales están 
integradas por normas que tienen el rango 
más alto dentro del ordenamiento jurídico, 
pues, usualmente se encuentran conteni-
das en el texto constitucional. Por lo tan-
to, poseen la máxima fuerza jurídica, de 
tal forma que constituyen normas jurídicas 
ciertamente justiciables ante los juzgados, 
tribunales y Cortes y no simples aspiracio-
nes políticas. Cuando el Estado vulnera los 
derechos fundamentales se está excedien-
do en las reglas para garantizar o limitar los 
derechos. Es así que, en una investigación 
penal, “la única actuación válida por parte 
del Estado es la limitación del ejercicio de 
los derechos fundamentales, porque, mien-
tras no los limite lo que debe hacer es pro-
tegerlos, y si los vulnera, lo que debe hacer 

COELLO OROZCO, Y. L., & SUQUI ROMERO, G. Y. 



83                   RECIMAUC VOL. 5 Nº 2 (2021)

es restablecer su ejercicio”. (Uribe, 2018, 
pág. 189). 

II) La responsabilidad penal de las perso-
nas jurídicas en Ecuador

La personalidad jurídica como atributo de 
la persona jurídica permite a éstas contar 
con: a) la denominación o nombre; b) lu-
gar o establecimiento de la administración 
de la persona jurídica; c) nacionalidad; y d) 
patrimonio. De acuerdo con el Diccionario 
Jurídico Elemental persona jurídica es todo 
“ente que, no siendo el hombre o persona 
natural es susceptible de adquirir derechos 
y contraer obligaciones”. Por consiguien-
te, la persona jurídica no es una parte se-
cundaria o accesoria del ser humano, sino 
que se materializa como una individualidad 
propia, que expresa su voluntad general a 
través de los miembros que la componen. 
Además, al estar reconocida conforme a los 
parámetros establecidos en el ordenamien-
to jurídico, como entidad puede ejercer de-
rechos y contraer obligaciones de forma 
propia, o sea indistintamente de las capa-
cidades de los representantes de la misma.

En el pasado la capacidad penal de la 
persona jurídica fue restringida debido a 
que no era considerada su capacidad de 
acción (elemento del delito), ubicando al 
hombre como el único que posee voluntad, 
la que se encuentra ligada a su comporta-
miento humano innato. Pero a este punto de 
vista se contrapuso la doctrina de la identifi-
cación, originaria del pueblo anglosajón, la 
cual hace referencia a que la persona jurídi-
ca puede ser sancionada por la actuación 
de sus socios, administradores y demás, 
descartando cualquier tipo de privilegio por 
sobre la persona natural.  

En la actualidad, la responsabilidad de las 
personas jurídicas en el Derecho y en la so-
ciedad ha tomado relevancia y protagonis-
mo a medida que trascurre el tiempo. Una 
de las posturas iniciales fue restringir la ca-
pacidad penal la persona jurídica, puesto, 
como se advirtió ut supra, no son capaces 
de acción, misma que constituye un elemen-

to del delito. La culpabilidad de la persona 
jurídica está encaminada en la deficiencia 
en la organización, la sanción está dirigida 
a la entidad por las infracciones cometidas 
por sus miembros o subordinados y pro-
cede cuando tanto la estructura como las 
medidas de control y vigilancia no se han 
efectuado acorde a los aspectos estableci-
dos en las normas jurídicas, favoreciendo a 
la configuración del ilícito. Lo que significa 
que la persona jurídica posee privilegios 
por sobre la persona física. 

Dentro del marco internacional el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, de 
conformidad con la Opinión Consultiva N 
22/16 de fecha 26 de febrero del 2016, se-
ñala que la Convención Americana había 
establecido que las personas jurídicas no 
eran titulares de derechos convenciones. 
Es decir, no se reconoce, ni garantiza de-
rechos fundamentales a las personas jurídi-
cas pero deja la posibilidad que los Estados 
en el enjuiciamiento interno deben obser-
var el respeto al debido proceso, dejando 
abierto el escenario a muchas posibilida-
des. El reconocimiento de la responsabili-
dad de las personas jurídicas en sistema 
procesal ecuatoriano, con la vigencia del 
Código Orgánico Integral Penal trajo con-
sigo una serie de cuestionamientos ¿qué 
tipo de personas jurídicas de derecho pri-
vado son responsables penalmente?, ¿las 
personas jurídicas son titulares derechos?, 
¿Qué derechos tiene la persona jurídica?, 
¿los principios y garantías constitucionales 
y procesales son aplicables a las personas 
jurídicas?, interrogantes que hasta la actua-
lidad aún se encuentran latentes en el or-
denamiento jurídico debido a factores como 
el escaso desarrollo académico universita-
rio, la desmotivada labor de los jueces por 
crear jurisprudencia, el olvido por parte de 
los legisladores en la creación de estatutos 
acorde a las exigencias de la persona jurí-
dica, etc. 

Con el Código Orgánico Integral Penal la 
persona jurídica pasa de considerarse una 
ficción del derecho a ser una realidad, ge-
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nerando múltiples cuestionamientos acerca 
de su capacidad de acción y culpabilidad 
dentro del ámbito penal. El artículo 49 del 
Código Orgánico Integral Penal reconoce a 
breves rasgos la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas, es decir “se hace re-
ferencia expresamente a personas jurídicas 
de carácter privado, excluyendo cualquier 
figura de carácter público, lo que nos lleva 
incluso a excluir (por principio de legalidad) 
a las personas jurídicas mixtas que posee 
capital privado y público” (Mila, 2020, pág. 
157). Su regulación procesal básicamente 
se encuentra contemplada a breves rasgos 
en los artículos 440, 550 y 622 numeral 7 del 
Código Orgánico Integral Penal. Así que:

(…) la necesidad de aislamiento del dere-
cho procesal en favor del derecho material, 
llevó a la doctrina a alejar de sus preocu-
paciones la principal finalidad de la juris-
dicción: la tutela de los derechos. Lo más 
grave es que la pretendida indiferencia del 
proceso en relación con el derecho mate-
rial hace que el sistema jurídico, que obvia-
mente depende del proceso para que las 
normas sean tuteladas y los derechos sean 
efectivizados, no tenga la posibilidad de 
atender las necesidades reveladas por el 
derecho material. (Ragone, 2018)

En el Libro II, el Código Orgánico Integral 
Penal no establece un procedimiento delimi-
tado en relación a la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas, bien sea porque 
se trata de procesar a personas naturales 
que actúan en nombre o representación de 
estas entidades, no obstante, se consagra 
un régimen especial de medidas que el 
Código Orgánico Integral Penal denomina 
cautelares, que básicamente consisten en 
medidas de naturaleza preventivas con el 
fin de garantizar derechos o proteger a los 
sujetos que intervienen en un proceso. Asi-
mismo, antes de imponerse una pena a una 
persona jurídica, debe especificarse o ve-
rificarse los daños ocasionados a terceros, 
lo cual está relacionado con la responsabi-
lidad penal derivada del delito, aplicada en 
sede penal. Respecto de la pena y de cara 

a evitar arbitrariedades, ésta deberá ser 
fundamentada, al igual que para el caso de 
las personas naturales, conforme a la ley y 
a los principios informadores del Derecho 
penal (Peralta, 2017, pág. 29)

III) Derechos y garantías procesales de 
las personas jurídicas en el sistema jurí-
dico ecuatoriano

La Constitución de la República del Ecuador 
en el artículo 10 determina que: “Las perso-
nas, comunidades, pueblos, nacionalidades 
y colectivos son titulares y gozarán de los 
derechos garantizados en la Constitución y 
en los instrumentos internacionales” (2008). 
Es decir, en este artículo no se hace una 
distinción entre personas naturales y per-
sonas jurídicas y me que permite justificar 
que la persona jurídica como sujeto o parte 
procesada también tiene derechos garanti-
zados en la Constitución y en los instrumen-
tos internacionales. De su lado, el artículo 
11 señala los principios para el ejercicio de 
estos derechos, en los artículos 71 y 72 de 
manera breve se refieren a ciertos aspectos 
de la persona jurídica sobre todo en mate-
ria de derecho ambiental. Finalmente los 
artículos 75, 76 y 77 de la Constitución de 
la República del Ecuador constituyen el so-
porte constitucional de referencia respecto 
al procesamiento penal de estas entidades 
desde una perspectiva garantista.

La CRE no establece un listado de derechos 
fundamentales exclusivos de la persona ju-
rídica, sin embargo, el ordenamiento jurídi-
co del país debe observarlos para efectos 
de asegurar un tratamiento justo en el pro-
ceso penal de la entidad. Sin lugar a duda, 
en la actualidad, la persona jurídica tiene un 
importante engarce con el sistema de liber-
tades constitucionales, y su existencia no 
puede entenderse como una simple ficción 
jurídica. La persona jurídica se concibe en 
relación con las personas naturales (seres 
humanos) de las que se nutre, puesto que 
tal colectividad se considera una específi-
ca forma de organización de las personas 
físicas para la consecución de ciertos fines 
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que de otro modo no podrían alcanzarse. 
Existen derechos cuya titularidad por la per-
sona jurídica, ha sido controvertida. Se tra-
ta del derecho a la igualdad reconocido en 
el artículo 66 numeral 4 de la Constitución, 
que no distingue entre personas físicas y 
personas jurídicas. Por lo tanto, le corres-
ponde al ordenamiento jurídico delimitar su 
campo de actuación, estableciendo límites 
concretos y específicos para su aplicación. 

Entre los derechos reconocidos a la per-
sona jurídica en doctrina internacional y 
otras fuentes de Derecho, se encuentran la 
propiedad, libertad de expresión, petición, 
igualdad, trabajo, asociación, intimidad, ho-
nor y buen nombre, acceso a la información 
pública, asociación, debido proceso, tutela 
judicial efectiva, a la defensa, presunción 
de inocencia, no autoincriminación, entre 
otros. No obstante, se requiere de un análi-
sis minucioso y profundo para enmarcar los 
aspectos principales y sus características 
a la hora de su aplicación a las entidades, 
dado su particularidad.  

El artículo 75 de la CRE, al señalar que: 
“Toda persona tiene derecho al acceso gra-
tuito a la justicia y a la tutela efectiva, impar-
cial y expedita de sus derechos e intereses, 
con sujeción a los principios de inmedia-
ción y celeridad; en ningún caso quedará 
en indefensión. (…)”, no establece ningún 
tipo de distinción, mucho menos restricción 
para el ejercicio de este derecho. En con-
secuencia, las personas jurídicas deben 
estar representadas legalmente con iguales 
derechos, deberes y garantías que las per-
sonas físicas. Pese a que el proceso penal 
se encuentra impregnado de garantías pen-
sadas en gran medida para los seres huma-
nos, no es menos cierto que, si sometemos 
a las personas jurídicas al proceso penal, 
habremos de equipararlas en garantías 
para no vulnerar la tutela judicial efectiva 
que las ampara.

En cuanto al derecho al honor de las per-
sonas jurídicas, ni la doctrina ni la jurispru-
dencia ha mostrado unanimidad. No existe 

discrepancia en que se trata de un derecho 
de carácter y naturaleza personalista y, por 
tanto, de titularidad individual, pero no es 
menos cierto que a la persona jurídica ha 
de protegérsele y respetársele su derecho a 
la consideración social o reputación, un de-
recho al buen nombre que en la concepción 
y estructura de la persona jurídica como en-
tidad que persigue unos fines concretos, 
resulta especialmente relevante. El signifi-
cado personalista del derecho al honor re-
conocido en la Constitución no impone que 
los ataques o lesiones al citado derecho 
fundamental, para que tengan protección 
constitucional, hayan de estar necesaria, 
perfecta y debidamente individualizados ad 
personam, pues, de ser así, ello supondría 
tanto como excluir radicalmente la protec-
ción del honor de la totalidad de las per-
sonas jurídicas, incluidas las del substrato 
personalista. La titularidad de los derechos 
fundamentales de las personas jurídicas se 
encuentra garantizada de forma genérica 
conjuntamente con la de las personas natu-
rales, siempre y cuando no sean incompa-
tibles con la naturaleza o especialidad de 
fines de la propia persona.

Respecto a la presunción de inocencia, 
ésta implica que únicamente mediante un 
proceso o enjuiciamiento justo tiene que de-
mostrarse la culpabilidad del procesado, y 
sólo así el juzgador podrá aplicar la pena o 
sanción respectiva. Por lo tanto, este dere-
cho constituye uno de los elementos esen-
ciales del garantismo procesal. Es preciso 
puntualizar que la presunción de inocencia 
no posee un carácter absoluto, su alcance 
dentro del sistema jurídico penal ecuatoria-
no, esto es, declarar la inexistencia de ele-
mentos de convicción del tipo en virtud de 
las evidencias, así como la determinación 
del instante en que la alegada infracción se 
dió o la autoría de la misma, parten de con-
sideraciones sobre las pruebas. 

Como regla de tratamiento procesal, la pre-
sunción de inocencia supone que la perso-
na jurídica sometida al proceso sigue sien-
do titular de sus derechos fundamentales 
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durante la tramitación del mismo, por lo 
que, su restricción reclama estándares muy 
exigentes, tanto en orden a la motivación de 
la decisión restrictiva como a la proporcio-
nalidad y duración de las medidas caute-
lares que pueden adoptarse. (Bahamonde, 
2017, pág. 127)

Es así que, la presunción de inocencia re-
quiere que la convicción de culpabilidad se 
alcance por medio de la prueba, misma que 
debe ser suficiente para la acreditación del 
hecho y por ende la culpabilidad del autor. 
Por tal motivo, la prueba practicada ha de 
servir para individualizar el concreto interés 
perseguido por el ente en la conducta crimi-
nal ejecutada por el agente representante, 
directivo o dependiente, o los defectos de 
organización que han impulsado o permiti-
do la comisión de los delitos. 

Por otro lado, si bien es cierto, las perso-
nas jurídicas no pueden ostentar algunos 
derechos fundamentales, esto no significa 
que podrán ser sometidas a un juicio penal 
sin las garantías básicas del debido proce-
so. Por ende, tendrán necesariamente que 
ser titulares de todas las garantías procesa-
les, al mismo nivel que las personas físicas 
imputadas o procesadas, ya que la mayor 
parte de estas garantías son compatibles 
con la naturaleza y actividad de estos entes 
jurídicos. Una de esas garantías es precisa-
mente, la presunción de inocencia. 

Cabe recalcar que “… la garantía del debi-
do proceso asegura el acceso a la justicia 
de una manera integral”. (Jiménez et al., 
2017, pág. 101). La Constitución manifiesta 
que en todo proceso en el que se determi-
nen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se debe asegurar el derecho al de-
bido proceso a través del respeto de las 
garantías básicas establecidas. “Las reglas 
del debido proceso son transversales en el 
derecho procesal” (Ariel, 2017, pág. 454). 
El debido proceso garantiza los derechos 
de la persona, lo que implica que las ac-
tuaciones de las autoridades judiciales y 
administrativas estén sujetas a los procedi-

mientos señalados en las normas jurídicas. 
(Rosales, 2020, pág. 860). 

Otros derechos que deben ser analizados a 
la hora de observaros respecto de la perso-
na jurídica procesada, lo constituyen el de-
recho a la defensa, considerado como “…
un derecho fundamental que permite hacer 
frente a un proceso penal en igualdad de 
condiciones, el mismo que asiste a todas 
las personas mediante el ejercicio de la de-
fensa” (Baculima et al., 2020, pág. 337). Por 
otra parte, el juzgador tiene la obligación 
de asegurar que la actividad probatoria se 
desarrolle no sólo respetando los “princi-
pios” de oralidad, inmediación, publicidad 
y contradicción, sino también en igualdad 
de condiciones, en otras palabras con pari-
dad de armas, con respeto a la pertinencia 
y licitud de la prueba. (Loyola, 2018, pág. 
212). Hay que destacar que los principios 
cuenten con una dimensión de peso, que 
consiste en que cuando estos entran en una 
contradicción, se debe considerar cuál es 
la importancia relativa de cada uno de ellos 
de acuerdo con las circunstancias particu-
lares del caso. (De Fazio, 2019, pág. 323).

La tutela efectiva es un derecho de pro-
tección que tiene el fin de hacer efectivo 
el ejercicio y optimización de los derechos 
consagrados en el ordenamiento jurídico. 
La Corte Constitucional del Ecuador ha 
puntualizado que la tutela judicial efectiva 
es el derecho que tiene toda persona acu-
dir a los órganos jurisdiccionales para que, 
mediante los debidos cauces procesales 
y con unas garantías mínimas, se obtenga 
una decisión fundada en derecho sobre las 
pretensiones propuestas. Marcheco (2020), 
afirma que: 

Su reconocimiento dentro de la sistemá-
tica constitucional como una garantía ha 
de suponer, como primera consecuencia, 
la adaptación de las normas procesales 
a fin de que puedan proporcionar las vías 
idóneas para asegurar la plenitud de la de-
fensa jurisdiccional de cualesquiera de las 
relaciones jurídico-materiales, sin que que-
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den espacios de inmunidad o situaciones 
de indefensión” (pág. 95).

Ahora bien, la tutela efectiva de la persona 
jurídica se ubica en dos escenarios: por un 
lado, como sujeto activo del proceso pe-
nal (víctima de una infracción); y, por otro, 
como sujeto pasivo del proceso penal (pro-
cesado). En el primer caso, su derecho está 
latente en precautela de otros derechos fun-
damentales, con excepción de aquellos en 
los que la jurisprudencia de la Corte Consti-
tucional se ha pronunciado en contrario; en 
segundo caso, tendrá derecho a la tutela 
del debido proceso.

Por otro lado, una defensa penal eficaz 
comprende el despliegue de la mayor ac-
tividad probatoria y argumentativa en favor 
de los intereses del acusado, aplicando el 
conocimiento técnico jurídico del proceso 
penal; interponiendo en legal y debida for-
ma, todos aquellos recursos que beneficien 
la postura del acusado y sobre todo sin de-
jarlo en estado de indefensión (Rodríguez, 
2018, pág. 40). En consecuencia, se debe 
evitar que la falta de entendimiento afecte 
de forma directa a las garantías procesales 
de una persona jurídica, y que provoque 
conflicto con los principios del Derecho pe-
nal (Páez, 2017, pág. 12). Al hilo de lo ante-
rior, el principio de proporcionalidad, de su 
lado, requiere que la autoridad competente 
detalle los fines legítimos que justifican las 
restricciones de derechos (Ferreres, 2020, 
pág. 12) de las personas jurídicas.

Como resumen de lo anterior, no cabe duda 
que en la medida que la persona jurídica 
ostente la calidad de procesada, habrá que 
observarse respecto de ella, todo el sistema 
garantista de derechos y garantías proce-
sales que conforman ese derecho funda-
mental denominado debido proceso.

En definitiva, las fisuras que existen en el 
cumplimiento de la fase de difusión de la efi-
cacia procesal en el enjuiciamiento criminal 
ecuatoriano a las personas jurídicas, obliga 
a estudiar las causas y configurar estrate-
gias, sistemáticamente, y considerando su 

función de retroalimentación, que posibilite 
precisar las insuficiencias de los alcances 
de los derechos fundamentales aplicables 
a las personas jurídicas, y como produc-
to de ello, establecer las medidas oportu-
nas que permitan re direccionar el proceso 
con respeto a esos derechos. (Suqui et al., 
2018, pág. 93)

Metodología

El diseño del presente trabajo de investiga-
ción está acorde al objetivo de estudio, des-
tacando un paradigma epistemológico-me-
todológico con la información obtenida, cuya 
selección ha sido en base a lineamientos de 
actualidad, relevancia e innovación. Esta in-
vestigación es de tipo descriptivo, puesto 
que está enfocada en examinar conceptos, 
identificar criterios y más aspectos sobresa-
lientes acerca de los derechos fundamenta-
les de las personas jurídicas en el proceso 
penal ecuatoriano, destacando la importan-
cia del marco constitucional y considerando 
opiniones de organismos internacionales 
con el fin de aportar conocimientos novedo-
sos y despertar el interés de este tema en 
la comunidad profesional y académica. En 
otras palabras, el estudio investigativo está 
proyectado en predicciones definidas, con 
el detalle de situación, características del 
sujeto procesal, y más. La metodología uti-
lizada en el trabajo de investigación gira en 
torno al método bibliográfico, puesto que 
permite a través de la revisión y recolección 
de datos determinar la relevancia del tema 
de investigación, a través de una búsqueda 
integral en las diversas bases de datos de 
revistas indexadas, normas jurídicas y de-
más fuentes. También se apoyó en el méto-
do analítico, presente en la fundamentación 
teórica-epistemológica del objeto de estu-
dio de la investigación en el cual se desa-
rrollan puntos esenciales acerca de los de-
rechos fundamentales dentro de un sistema 
jurídico, la persona jurídica como sujeto de 
un proceso penal, el enjuiciamiento penal 
de estos entes ficticios desde la óptica ga-
rantista del respeto al debido proceso con 
la finalidad de plasmar los aspectos más 
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relevantes de las personas jurídicas en el 
ámbito del Derecho y la Justicia Constitu-
cional.  El Método cualitativo y sistemático 
que se hace presente en el análisis de las 
diversas fuentes documentales entre las 
que se destacan las normas jurídicas, doc-
trina, etc., con la finalidad de puntualizar las 
principales cualidades del tema de investi-
gación y poder proporcionar conceptos cla-
ros y sólidos que permitan la comprensión 
de los hechos, componentes, estructuras, 
procesos, etc., que respondan a los obje-
tivos planteados y que permita responder 
las interrogantes del problema de investi-
gación. El método hermenéutico mediante 
el uso de un lenguaje sencillo, cuyo conte-
nido responde a situaciones reales y leyes 
vigentes, evitando el uso exagerado de tec-
nicismos que alejan a la investigación de su 
objetivo constituir en un aporte al progreso 
jurídico de la sociedad. Finalmente, el mé-
todo exegético aplicado en la interpretación 
de los artículos establecidos en las normas 
jurídicas como Constitución de la República 
del Ecuador, Código Orgánico Integral Pe-
nal, entre otras., que constituyen las bases 
todo sistema jurídico. 

En el presente trabajo se aplicó las técnicas 
de análisis de documentos y el análisis de 
contenido, con el fin de consolidar un es-
tudio integral respecto a los derechos fun-
damentales de las personas jurídicas en el 
proceso penal de Ecuador, aportando a la 
academia criterios relevante y gran impacto 
por medio de información obtenida de revis-
tas científicas, normas jurídicas y más, que 
constituyen el soporte teórico de esta inves-
tigación. La aplicación de estas técnicas ha 
permitido identificar, ordenar y seleccionar 
datos fundamentales para el direcciona-
miento de la investigación. Así como, en-
trevistas ejecutados acorde a los paráme-
tros y criterios de conocimientos acerca del 
procesamiento de la responsabilidad penal 
de la persona jurídica de derecho privado 
desde la óptica garantista del respeto de 
los derechos fundamentales y las garantías 
básicas del debido proceso.

Conclusiones

El Derecho forma parte importante de la evo-
lución del hombre en sociedad, es el refle-
jo de exigencias éticas, intereses políticos, 
sociales, económicos, morales y la defensa 
de principios consolidados en una estruc-
tura jurídica direccionada a consolidar una 
sociedad responsable, justa y equilibrada. 
El no reconocimiento expreso de derechos 
fundamentales sobre las personas jurídicas 
no significa que se está negando dicha po-
sibilidad, pues la sola existencia de un Es-
tado constitucional de derechos y justicia, 
social, democrático supone dotar de garan-
tías a las instituciones por él reconocidas. 
Por otro lado, porque quienes conforman 
a las personas jurídicas poseen para sí un 
interminable catálogo de derechos funda-
mentales originados de su propia condición 
de seres dignos, no siendo posible que di-
cho estatus, sea minimizado o, peor aún, 
desconocido, cuando se integra a una per-
sona jurídica. 

En definitiva, queda claro que sin perjuicio 
de los atributos expresos que acompañan 
a cada persona individual que decide or-
ganizarse, puede hablarse del derecho al 
reconocimiento y tutela de las personas 
jurídicas, fundamentado en los principios 
reconocidos por el Estado democrático a 
la par de la dignidad de las personas. Es 
así que, la persona jurídica al ser titular de 
derechos constitucionales (artículo 10 CRE) 
la habilita y legitima para exigir que en los 
procesos penales se garanticen y protejan 
los mismos.

Los derechos fundamentales no deben ser 
analizados desde una perspectiva de jerar-
quía vertical sino de manera circular, es decir, 
como un sistema de armonización de dere-
chos reconocidos tanto a nivel nacional como 
internacional. El ejercicio de los derechos 
debe ser libre e interpretado a la luz del prin-
cipio pro persona y que la restricción al ejer-
cicio de los mismos puede ser interpretada 
a la luz de la Constitución, siempre y cuando 
responda a una génesis democrática. 
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Las personas jurídicas en determinados 
supuestos son titulares de derechos, al re-
conocer inmerso en los derechos de las 
personas, el de constituir asociaciones o 
sociedades para la consecución de un fin 
determinado, y en esta medida, son ob-
jeto de protección, ya que los derechos y 
las obligaciones atribuidos a las personas 
jurídicas se resuelven a la postre en dere-
chos y obligaciones de las personas natu-
rales que las constituyen o que actúan en 
su nombre y representación. Por esta razón, 
la Constitución no debe ser vista únicamen-
te como un documento de aplicación en el 
Ecuador sino también que se consideren 
los derechos reconocidos en los tratados 
internacionales, con el objetivo que el de-
recho nacional no se interprete de manera 
ajena al derecho internacional.
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